Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 6 minutos.) 


La Comisión Especial de Servicios Públicos da la bienvenida al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
contador Ariel Davrieux, para considerar los proyectos de ley por los que se establece la reserva del cargo o función pública para 
aquellos funcionarios públicos que se incorporen a sociedades comerciales con participación estatal o a la actividad privada. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En la comunicación que remitiera esta Comisión a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, se enviaron 
varios proyectos de ley, dos de ellos referidos a funcionarios públicos y otros relacionados a la participación del Estado en 
sociedades comerciales. En todo caso, comenzaríamos a tratar el tema de los funcionarios públicos, si los señores Senadores 
están de acuerdo. 


Según la exposición de motivos que realizan quienes han presentado el proyecto de ley, el objetivo es considerar la situación en 
aquellas empresas que pasen a constituir sociedades o que dejen de lado actividades que en adelante serán desempeñadas en el 
sector privado. En ese sentido, para posibilitar o incentivar el pasaje al sector privado de los funcionarios de las empresas, se 
establece un procedimiento de reserva del cargo por tiempo indefinido. 


El caso de los funcionarios de una repartición estatal —-en general se trata de organismos del artículo 221 de la Constitución de la 
República- que cesan una actividad, puede tener este tipo de solución. Pero a criterio del Poder Ejecutivo -en este sentido estoy 
habilitado para opinar porque he hecho las consultas con representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y con el Presidente 
de la República- lo que aquí se ha planteado en cuanto a una reserva indefinida de cargos, por un tiempo también indefinido, 
presenta dificultades de funcionamiento en las instituciones públicas, sobre todo cuando se trata de actividades que no cesan 
totalmente. La política del Poder Ejecutivo -y entiendo que no hay ningún proyecto de ley considerado en ese sentido- es que las 
empresas públicas permanezcan en actividad, e incluso la aumenta en algunas áreas. En consecuencia, no cesan las actividades 
de las empresas, sino que van a seguir funcionando. Además, en la medida en que las personas que pasen a desempeñarse en las 
empresas fuera del sector público, puedan surgir de distintas áreas de dichas empresas, podría haber situaciones bastante 
complejas en términos de funcionamiento. El caso más claro que se plantea es cuando un jefe de sección pasa a desempeñarse en 
otra empresa y conserva el cargo. Si hace la reserva del cargo, ese cargo queda reservado. Entonces, quienes están por debajo de 
ese cargo, no pueden ascender y simplemente queda trabada su carrera administrativa por tiempo indefinido. O sea que les 
quitamos toda expectativa de ascenso en la medida en que el paso intermedio está bloqueado. Al respecto, la propuesta específica 
en este caso y genérica en el otro proyecto de ley, de un mantenimiento por tiempo indefinido del cargo, en el caso de empresas no 
presenta tantas dificultades como en lo general, que después puedo pasar a reseñar. Digo esto porque el caso general no prevé 
ningún tipo de excepciones. En cuanto a las empresas, existen inconvenientes y también es una preocupación del Poder Ejecutivo. 
En ese sentido, es bueno que se esté considerando esta situación porque, evidentemente, en los procesos de asociación que se 
están planteando para ANCAP o para ANTEL -en caso de que se apruebe una ley que permita pasar a la actividad privada parte de 
ANCEL u otro sector- efectivamente, se presenta la cuestión de qué ocurre con los funcionarios o trabajadores de esas empresas 
que están afectados a esas actividades. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto, junto con otras dependencias -puedo mencionar, porque hice los contactos, a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y al Ministerio de Economía y Finanzas- está estudiando estas situaciones y entiende -sobre todo, por la 
orientación dada por el Poder Ejecutivo- que la vía para solucionar este tipo de problemas, más que una norma general, sería algo 
que habilitara a hacer determinados tipos de actividades. 


Por ejemplo, si una persona desea iniciar una actividad en el sector privado, no es necesario que haya una ley que diga que se le 
reserva el cargo; si la empresa se compromete a conceder una licencia sin goce de sueldo por un período mínimo de seis meses - 
aunque luego se pueda extender, tal como ha sucedido en distintas reparticiones en que he trabajado como funcionario y como 
Director- la gestión se puede comenzar hoy. Al conceder una licencia sin goce de sueldo por un período que no sea indefinido, pero 
que pueda ser mayor a tres o seis meses, existe la posibilidad de que quien pasa al sector privado, antes de tener la seguridad de 
su incorporación a dicho sector, pueda regresar a la Administración, ya que nunca renunció a ella, sino que sigue siendo funcionario 
público con un cargo y está haciendo uso de licencia. 


Hemos pensado en más de un instrumento para lograr objetivos similares -y me gustaría ponerlos a consideración de los miembros 
de la Comisión- algunos de los cuales se pueden aprobar con el presupuesto de las propias empresas y otros, dada la normativa 
vigente, requieren de ciertas disposiciones legales que lo habiliten. Supongamos por un momento que se logra la asociación de 
ANCAP con una empresa del sector privado para la actividad de refinación de petróleo; en ese caso, algunas personas pasarán a 
desempeñarse en el sector privado, si es que lo desean -en principio, no tienen obligación de hacerlo- y, eventualmente, en caso de 
interesarles, podrían pasar a dicho sector haciendo uso de licencia por un tiempo limitado y no indefinido porque, naturalmente, eso 
crea grandes dificultades de funcionamiento en cualquier administración, dado que nunca se puede saber con cuánto personal se 
cuenta efectivamente. 


Por otra parte, pensamos que si efectivamente la actividad de refinación pasa a ser desempeñada por un concesionario con 
participación solamente de algunos funcionarios de ANCAP, quienes trabajaban en la refinería no podrán hacerlo más, o sea que no 
tienen empleo en la empresa. Entonces, se abre un abanico de posibilidades: que otros sectores de la empresa necesiten más 
personal, que otras empresas públicas requieran mayor cantidad de funcionarios o que, incluso, el Gobierno central lo requiera. La 
posibilidad de redistribución dentro de la empresa siempre es posible. Por un lado, los acuerdos laborales que hemos firmado con 
la Mesa Sindical Coordinadora prevén la multifuncionalidad y, por otro, la redistribución entre empresas se puede realizar mediante 
las leyes vigentes. Sin embargo, lo que no tiene cabida hoy es la redistribución de funcionarios al Gobierno central. Esto lo 
establece el artículo 33 de la Ley N* 16.736. Una de las vías para efectuar esto -y la pongo como ejemplo para que sea 
considerada por los miembros de la Comisión- es que la empresa que disponga de personal excedente que no puede absorber, lo 
mantenga en planilla pagándole un sueldo y pueda ser redistribuido a otras empresas. Incluso, se puede elaborar una redacción - 


aunque me parece excesivo llegar a ese punto- facultando al Poder Ejecutivo, en caso de necesidad, a incorporar funcionarios que 
estén excedentes en distintas empresas, conservando los derechos que tenían en ellas. Esta es una vía mediante la cual aquella 
persona que no quiere pasar a desempeñarse en el sector privado ni siquiera haciendo uso de licencia y con derecho a volver con 
el mismo cargo, y desea continuar en el sector público, podría tener lugar en este sector, dado que -como todos sabemos- existen 
normas que se remontan casi a diez años que prohiben el ingreso de funcionarios públicos y el personal de las dependencias de la 
Administración Central -que están incluidas dentro de esa prohibición- se ha reducido casi al 40%. Quiere decir que hoy tenemos 
tres funcionarios de cada cinco que había antes. Esto hace que exista necesidad de funcionarios públicos en los sectores en los 
que está prohibido el ingreso. En cuanto a los organismos comprendidos en el artículo 220 y Entes Autónomos, de acuerdo con las 
cifras suministradas por la Oficina Nacional del Servicio Civil, hay 160.000 cargos -por ejemplo, quien habla aparece dos veces, al 
igual que algunos de los aquí presentes- de los cuales 131.000 pertenecen a escalafones que en los que no hay provisión de 
cargos. Estos cargos corresponden a docentes, a ANEP, a la Universidad de la República, a la Policía, al Ejército y a Salud Pública. 
Por su parte, donde está prohibido el ingreso hay aproximadamente unos 29.000 funcionarios como máximo. O sea que el Estado 
se ha reducido a un nivel en el que el ingreso y la redistribución de funcionarios de otras dependencias, más que un inconveniente, 
resulta una ayuda para el mejor funcionamiento de la Administración. 


Otra línea de acción en la que se puede pensar -incluso tengo entendido, por lo menos, que en un Ente su Presidente llamó para 
decir que había incluido normas en ese sentido- es la de establecer mecanismos de incentivos a la jubilación para quienes tengan 
edad jubilatoria. Es más, existen ya mecanismos previstos que consisten en un complemento jubilatorio por un tiempo determinado 
para evitar que la existencia de topes jubilatorios inhiba a la persona que le falta dos o tres años para retirarse, decidiendo 
permanecer en su trabajo un tiempo más, teniendo quizás 63, 64 ó 65 años. De esta forma se evitaría que al retirarse se 
perjudiquen y sean redistribuidos en funciones que para ellos son desconocidas. 


Por otro lado, dentro de los presupuestos de los Entes, existe la posibilidad de incluir algún tipo de mecanismo de incentivo al retiro 
en caso de que no quieran pasar a la actividad privada y tengan simplemente otra actividad privada. Muchos funcionarios públicos 
tienen dos actividades y, en determinado nivel, no es que los incentivos se incorporen a la actividad privada, sino que la persona 
dedica más tiempo a ese trabajo. Además, con el incentivo que la persona recibe puede mejorar su actividad. Por lo menos, esto es 
lo que ocurre en algunos casos que conozco. Concretamente, algunos funcionarios de la OPP, efectivamente tenían algún tipo de 
comercio que se capitalizaba con los fondos que obtenían con la prima de retiro. 


De esta forma, podría graduarse el número de funcionarios, sin introducir las distorsiones que pueden llegar a crear en la 
Administración el caso de funcionarios que retengan o tengan derecho a la reserva de cargo por tiempo indefinido. La reserva de 
cargo existe efectivamente en el Estado, pero en ningún caso ha sido votada en forma indefinida. Las previsiones vigentes más 
extensas son por 5 años para quienes ocupan cargos políticos, de particular confianza o, en algunos casos, para quienes pasen a 
desempeñar tareas en organismos internacionales de acuerdo con los convenios firmados tanto con Naciones Unidas, como con la 
OEA u otros organismos financieros. En estos casos, se obliga al país a hacer aportes de ciudadanos como una colaboración a 
esos organismos, permitiendo que puedan desempeñar tareas en esos ámbitos, sin perder la posibilidad de regresar a su cargo de 
origen. 


En ese sentido, la posición que debo expresar respecto a este tema sería que dada la especificidad de los problemas es 
conveniente una aproximación caso por caso y, además, que se incluya como uno de los componentes algo así como una reserva 
de cargo por la vía de licencia sin goce de sueldo. También habría otros caminos que podría sugerir, algunos por vía legal y otros 
por la aprobación de los presupuestos de las empresas públicas. 


SEÑOR HEBER.- Deseo aprovechar esta instancia para conversar con el señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto sobre este proyecto de ley y recibir sus comentarios a propósito del tema. 


Quisiera preguntarle al señor Director cómo hace la administración cuando se utiliza la reserva del cargo por cinco años cuando se 
trata de un puesto de particular confianza, un cargo político o cuando se va al exterior. Creo que estos son los ejemplos que se han 
mencionado. ¿Qué sucede en la administración en aquellos casos en que se hace la reserva del cargo porque la persona se va? 
¿Cuáles son los mecanismos que de alguna manera el señor Director señalaba como defectos, quizás entendibles, que podía 
provocar este proyecto de ley cuando se utiliza por cinco años la reserva? ¿La administración sustituye, subroga el cargo? ¿Qué 
sucede cuando la persona vuelve, ¿cómo opera la administración? En definitiva, el mismo inconveniente -aunque quizás sea un 
tema de plazos- se daría en caso de que se aplicara este proyecto de ley. Además, se ha señalado que la norma existe en función 
de que el funcionario público es designado para determinada posición. 


En consecuencia me gustaría escuchar algún comentario sobre lo que sucede en la actualidad para hacernos una composición de 
lugar respecto a lo que pasaría si se votara este proyecto de ley. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Tal como señala el señor Senador Heber, efectivamente, cuando se producen situaciones en las cuales los 
funcionarios hacen reserva de cargo, si el mismo está dentro de un escalafón y no es un puesto de asesoramiento, por ejemplo, 
donde queda reservado el cargo y nada más, lo que se efectúa es una subrogación de cargo que en principio la ley prevé con un 
límite máximo de 18 meses. De todos modos, existe la posibilidad de que dadas las circunstancias del tipo de las que estamos 
mencionando, esto se puede extender por más tiempo con un límite de cinco años. 


Lo que ha sucedido -esta es una experiencia propia de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de otras dependientes como 
DIPRODE o el Instituto Nacional de Estadísticas- es que cuando se dan estas circunstancias uno termina desplazando o creando 
un cargo de asesoramiento, sustituyendo de alguna manera estos cargos a través de las diversas reestructuras que operan, 
sacándolos de la línea. Concretamente, en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tenemos un caso muy conocido y es el del 
doctor Carlos Balza, Presidente de la Junta Asesora en Materia Económico-Financiera del Estado, quien actualmente ocupa ese 
cargo y también estuvo en la Secretaría de la Presidencia. En todas las circunstancias ha hecho la reserva del cargo, como creo 
que sucede ahora. Justamente, era el Jefe de Jurídica, pasó a ser un cargo de asesoramiento a la Dirección y se recreó el cargo de 
jefe de asesoría jurídica que ahora está ocupado por otro asesor. Esto se puede realizar en la medida en que se trata de dos o tres 
cargos, pero cuando se trata de centenares de cargos no se pueden sacar de línea y convertir en asesores a todo el mundo. 


En definitiva, esta es la complicación que se crea porque el cambio cuantitativo es tan grande que se convierte en cualitativo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Deseo señalar que el señor Director ha manifestado dos aspectos: en primer lugar que comparte las 
preocupaciones y que alguna de ellas podrían ser resueltas o consideradas a partir de algunos planteos que tienen los 
presupuestos de los Entes -si no entendí mal- y, en segundo término, que también hay otras inquietudes que desearía aportar al 
estudio de esta misma temática. 


Por lo tanto, pienso que después de algunos contactos es probable que con algún aporte que se haga, tal vez se lo pueda invitar 
nuevamente para culminar el estudio de este proyecto de ley. Lo que no está en discusión es que hay una temática que vale la 
pena analizar y que esta es una de las herramientas posibles, más allá de que trae sus dificultades. 


De todos modos quizás sería bueno generar algún pequeño espacio de tiempo para ver otras iniciativas junto con el señor Director 
y trabajar un poco más a propósito de este proyecto cuyo objetivo final se comparte, aunque trae las dificultades que ha señalado 
precisamente el señor Director. 


En consecuencia, por lo menos en cuanto a mi persona y sobre este tema -creo que hay otro tema más a propósito del que 
también ha sido invitado el señor Director- sugeriría mantenerlo en consideración durante una semana o dos para permitirnos 
avanzar un poco más y, posteriormente, volver a ocuparnos del asunto. 


SEÑOR HEBER.- Me parece una buena instrumentación que ahora propone el señor Senador Atchugarry. 


De todas maneras, para no agotar este punto quiero aprovechar la presencia del señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto para comentarle también que nuestro Partido está estudiando un proyecto de ley de jubilación anticipada, tema que 
fue mencionado por el señor Director. 


Quizás sea oportuno presentar la iniciativa porque, naturalmente, como todos sabemos, las jubilaciones anticipadas necesitan el 
mensaje del Poder Ejecutivo y los proyectos no pueden ser propuestos directamente por el Parlamento. Creemos que hay una 
situación de inamovilidad en función de los pocos incentivos jubilatorios que existen hoy en día. Claro está, ello es consecuencia de 
la etapa de transición en el pasaje de un sistema a otro. Los niveles de tasas de reemplazo se ubican, generalmente, en el 50% del 
salario, según los datos que manejamos, pero parece que, justamente, dichas tasas no incentivan al retiro y gente con edad 
avanzada no deja la función pública en razón de que no siente atractivo por estas mismas tasas de reemplazo. 


En función de ello y a modo de constancia, simplemente, quiero señalar al señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto que si el Poder Ejecutivo está estudiando una serie de incentivos en esta materia, nosotros hemos avanzado en el 
tema contando con el trabajo de los asesores de nuestro Partido, tales como el señor Rodolfo Saldain, quien estoy seguro que 
nuestro visitante conoce muy bien. 


Antes de pasar a otro asunto, me gustaría que el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos mencionara 
aproximadamente las cifras relativas a los funcionarios públicos, ya que quien habla, quizás, no las tenía mentalizadas como fueron 
expuestas. Si no me equivoco, el señor Director habló de 90.000 funcionarios públicos en los Ministerios de Salud Pública, de 
Defensa Nacional y del Interior. En función de que ello no me quedó claro, solicito que me reitere las cifras porque no las tengo a 
mano ni las recuerdo ya que ha pasado un año desde el último Presupuesto. Además, también se refirió a 30.000 funcionarios en la 
Administración Central. Entonces, me gustaría que, en términos generales, aludiera al número de estos funcionarios públicos, los 
de la Administración Central, sobre todo, los de los Ministerios mencionados -tanto con respecto a los cargos donde existe 
prohibición para el ingreso y los que no la tienen- y los de las empresas públicas. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Señor Presidente: simplemente, hice referencias a números cuyo detalle no recuerdo con exactitud. Los 
mismos están publicados en la página de Presidencia, pero el total de funcionarios está compuesto aproximadamente de la 
siguiente manera. Existen 97.000 funcionarios en los Ministerios y 63.000 en los organismos del artículo 220 de la Constitución de 
la República, lo que sumaría un total de 160.000 funcionarios. De ellos, algo más de 50.000 son de ANEP, 11.000 ó 12.000 de la 
Universidad de la República, 31.000 del Ministerio de Defensa Nacional, 28.000 ó 29.000 del Ministerio del Interior, 15.000 ó 16.000 
en Salud Pública -entiendo que después de la reforma del Estado se habla de 15.000 en esta área- lo que suma un total de 
131.000. Cuando hablo de 29.000 funcionarios que no están en este régimen, estoy hablando de los que trabajan en el Parlamento, 
los Ministerios, excluidos el del Interior y Defensa Nacional, el Poder Judicial, la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas, el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y el INAME. En realidad, conté el INAME aunque este Instituto no tiene prohibición para el ingreso 
de funcionarios. En lo que tiene que ver con los 131.000 funcionarios a los que hice alusión, puedo decir que no está prohibido su 
ingreso. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, si se computan todos estos conceptos en relación a los funcionarios, sumados a los Entes 
Autónomos -donde ha bajado su número- y a las Intendencias Municipales -donde ha subido- así como a los sistemas paralelos, 
tales como los becarios y demás, estaríamos en un número muy similar al que existía en 1995 cuando se implementó el cierre del 
ingreso a la función pública. Consulto al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto si, por el contrario, estaríamos 
frente a una cifra significativamente inferior. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Señor Presidente: puedo decir que, por su parte, las Intendencias Municipales en el último quinquenio 
mantuvieron su número de funcionarios. Sufrieron un ligero aumento, que se dio antes de 1994 y entre los años 1995 a 1999, 
también lo tuvieron. Las empresas del Estado disminuyeron, aproximadamente, un 40% de su personal. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Entre qué años sucedió eso? 


SEÑOR DAVRIEUX.- Estamos hablando del período comprendido entre 1990 y 2000. Por ejemplo, UTE tenía 11.000 funcionarios y 
ahora tiene 7.000, lo que representa un 40% de su personal. El Banco de la República Oriental del Uruguay tenía 6.000 empleados 
y ahora 4.500. Algo similar sucede con la situación del Banco de Previsión Social, que no es una empresa pública, pero sí un 
organismo comprendido en el artículo 221 de la Constitución de la República. OSE tenía alrededor de 6.000 funcionarios y ahora 
4.500. Por su parte, AFE había venido reduciendo su personal de 11.000 funcionarios a 2.400 y ahora tiene alrededor de 1.600. 
Todo esto muestra una reducción entre el 30% y el 40% del personal en las empresas. 


Luego, en la Administración Central ha habido un ligero aumento en lo que tiene que ver con los organismos de enseñanza, un 
poco por la extensión del Ciclo Básico y el Preescolar en Primaria; asimismo, se dio un aumento a nivel de la Universidad de la 
República. En los Ministerios, se observó una disminución importante, así como en algunos organismos tales como la Corte 
Electoral. 


SEÑOR RUBIO.- Si no entendí mal, estaríamos reduciendo el número global de funcionarios -incluyendo los contratos de obra y el 
sistema de becarios- de 260.000 a 240.000. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No, señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Es imposible llegar a la cifra de 220.000 funcionarios porque estamos sumando 160.000, más 30.000 de las 
Intendencias Municipales, 40.000 de los Entes Autónomos y 10.000 de los contratos de obra y sistema de becarios, 
aproximadamente. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No pensé que la idea era manejar estos números porque, de lo contrario, hubiera traído el material 
correspondiente. No obstante, no hay ningún problema y puedo señalar que efectivamente existen 235.000 ó 240.000 cargos -y no 
personas-; por eso, cuando se habla de funcionarios públicos, podemos decir que la Oficina Nacional de Servicio Civil hizo una 
estimación que demuestra una duplicación de un 7%, aproximadamente. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Eso se aplica en todos los casos? 
SEÑOR DAVRIEUX.- Sí, señor Senador. 


Los becarios existían hace diez años, al igual que ahora, y podemos decir que entre ellos y los pasantes llegamos a una cifra de 
4.000, tal como tuvimos oportunidad de constatar en otra Comisión. Los arrendamientos de obra son reducidos y oscilan en un 
número de 600. A su vez, 1.300 personas ingresaron por contratos del PNUD. Esta cifra llegó a 1.600, pero bajó en los últimos 
años; no obstante, en su momento, se trató de 1.000 funcionarios en esa condición. 


SEÑOR GALLINAL..- El señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha hecho referencia en primer lugar al instituto 
de la reserva del cargo que existe en la Administración Pública. A mi entender, esto tiene una diferencia sustantiva con el proyecto 
de ley que nosotros presentamos, porque la reserva del cargo que hay en ese nivel se refiere al destino que se le da a ese 
funcionario que hace la reserva, precisamente, dentro de la propia Administración Pública, salvo que la persona vaya a cumplir 
tareas a un organismo internacional donde, de alguna manera, lo hará en representación del Estado. En ese caso, existe una 
vinculación causal con lo que da motivo al establecimiento de ese instituto. 


Por otro lado, creo que la licencia sin goce de sueldo no es asimilable porque, si no me equivoco, tiene límite temporal y no se 
puede otorgar para siempre, sino por un máximo de seis meses, según decía el señor Senador Correa Freitas. 


Este proyecto se diferencia del anterior pues busca establecer la reserva del cargo para funcionarios que van a pasar a trabajar en 
el ámbito privado, con el propósito de resolver algunos problemas, tanto a ellos como a la propia Administración. Me consta que 
ese tema ha levantado alguna polvareda en los últimos días. Precisamente, un distinguido economista -quien se caracteriza por su 
tolerancia, su flexibilidad y su profunda preocupación por los temas sociales- publicó un artículo en el diario "El Observador" en 
relación a ese tema. 


Deseo aclarar que lo que nos inspiró a presentar un proyecto de estas características -quiero poner en antecedentes al señor 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- es una situación que se está dando en este momento en ANCAP, no en lo 
que tiene que ver con la refinería, sino con el portland, aunque también será trasladable a esa otra planta cuando se concluya el 
proceso de asociación, a la terminal de contenedores del Puerto y, eventualmente, a otros casos que se den en el futuro. Se trata 
de que ANCAP está llevando adelante negociaciones con Loma Negra para ampliar la asociación en materia de comercialización 
del portland al proceso de industrialización. Es obvio que esa nueva sociedad va a requerir de un conjunto de empleados que lleven 
adelante ese proceso. Para la comercialización no se necesitaría innovar mucho en materia de empleados, ni se ha hecho en el 
transcurso de estos tiempos. 


Teóricamente, se podría dar al funcionario de ANCAP la posibilidad de incorporarse a la nueva empresa, obviamente 
desvinculándose definitivamente del organismo. A nivel de esta Administración se ha estudiado la posibilidad, por ejemplo, de 
establecer incentivos para que eso se concrete, dándoles determinada cantidad de sueldos. Sin embargo, el mecanismo de los 
incentivos para abandonar la función pública ya se ha utilizado anteriormente, aunque no ha dado muy buenos resultados. 
Seguramente, en un primer momento esos funcionarios se vieron tentados de recibir un conjunto de dinero importante, que luego 
gastaron por distintas circunstancias, ya sea porque se compraron el techo o lo utilizaron para subsistir, y posteriormente se 
encontraron con una situación difícil, sobre todo del punto de vista laboral, con una creciente elevación del índice de desempleo. 
Creo que fue un mal negocio para el empleador, el ex funcionario y el Estado, que gastó cuantiosos recursos. De todos modos, no 
deja de ser esta una opinión personal y muy subjetiva. 


La Federación ANCAP, ante esta eventual asociación de ANCAP con Loma Negra para la industrialización del portland -tema que 
me parece fundamental, en el que ANCAP debería poner un poco más de fuerza, porque lo que se avizora en cuanto al portland es 
bastante preocupante- ha hecho una encuesta a nivel de sus funcionarios para ver quiénes de ellos estarían dispuestos a 
incorporarse a la nueva sociedad. Por los datos que me trasmitieron, aproximadamente el 90% de los empleados adelantó que no 
aceptaría un pasaje de esas características, porque no quieren asumir los riesgos del ingreso a la nueva empresa. Además, no 
tienen seguridades de que, más allá de contar con competencias importantes para el ejercicio de la función que van a realizar - 
porque ya tienen experiencia de muchos años- la asociación se prolongue por mucho tiempo ni de tener una cierta estabilidad 
dentro de la empresa. Por lo tanto, parecería que esta solución es buena, porque no quieren perder la estabilidad que ya tienen 
dentro del Derecho Público pasando a un régimen de Derecho Privado, lo que da la pauta de que continuarían de cualquier manera 
en ANCAP, en una forma de redistribución dentro del propio organismo o en el ámbito del Estado. En ese sentido, también hay 
algunos antecedentes que no han sido muy exitosos en esa materia. Por ejemplo, basta recordar lo que sucedió con los 
funcionarios de AFE, ya que en muchos casos se manifestó el rechazo de varios organismos públicos a absorberlos y estuvieron en 
una especie de bolsa en el Servicio Civil durante muchos años, sin destino ni trabajo y simplemente cobrando sus sueldos. 


Me parece que podría ser una buena solución para las empresas comerciales e industriales del Estado disponer de un mecanismo 
de estas características. 


La pregunta que me formulo es qué alternativa se presenta por parte de estos organismos -no sé si han requerido la opinión de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto- para resolver una situación de estas características. Digo esto porque, por el otro camino, 
se terminaría contratando nuevo personal para las nuevas asociaciones. Obviamente, el Estado en su participación va a pagar una 
cuotaparte de esos salarios y, a su vez, seguirá manteniendo personal dentro de la propia Administración. Quizá el caso futuro de la 
refinería sea mucho más terminante, pues hoy tiene 800 funcionarios pero, según las estimaciones que se han hecho por parte de 
la propia ANCAP, podría funcionar con 150. Ahora entraría en un régimen de asociación y, a su vez, se incorporarían nuevos 
empleados para trabajar en la etapa de la refinería, pero se mantendrían los que están en ANCAP. 


Quisiera saber si la Administración ha avanzado algo en esa temática, porque va a requerir una dilucidación en los tiempos 
inmediatos. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El señor Senador Gallinal ha hecho, por un lado, afirmaciones que alguien puede compartir -yo no estoy de 
acuerdo con ellas- sobre los resultados de los sistemas de incentivos. Por ejemplo, puedo citar lo que ocurrió hace seis o siete 
meses, cuando se hizo la concesión de agua a la empresa Uruagua en Maldonado; en ese caso se dio un incentivo a los 
funcionarios de OSE, los cuales se desvincularon del organismo para trabajar en dicha empresa sin reserva alguna. 


Ninguna solución es la ideal. Si bien pueden plantearse dificultades a algunas personas que pasen un período sin trabajar, porque 
evidentemente es muy negativo desde el punto de vista psicológico, también lo es que quien tiene un trabajo asegurado y un 
sueldo, pase a trabajar a una empresa privada -es decir, que conserve el cargo público y ocupe el lugar en el que podría 
desempeñarse el que está desocupado- ya que no habrá trabajo para quienes están actualmente desocupados y que no sería 
dañino que empezaran a trabajar. 


Estos temas son muy opinables. En concepto del Poder Ejecutivo, el hecho de que una persona conserve esos derechos -que no 
son tan amplios en las empresas públicas porque, que yo sepa, sus funcionarios no tienen inamovilidad; la Constitución sólo habla 
de ella en relación a los funcionarios presupuestados de la Administración Central- puede ocasionar perjuicios. 


SEÑOR GALLINAL.- Es cierto que la inamovilidad está consagrada solamente para la Administración Central. Sin embargo, para 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados la única posibilidad de destituir a un funcionario es por tres razones claramente 
especificadas. De modo que también se trata de una suerte de inamovilidad. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En todo caso, no creo que sea tan perjudicial que quien tenga un cargo público y los beneficios de una 
movilidad reducida -ya que sólo es movible por determinadas causales que todos sabemos- si desea continuar en esas 
condiciones, trabaje en otra actividad en la empresa o pase a una diferente. Asimismo, en la eventualidad de que haya una 
iniciativa para permitir que el Estado pueda absorber algo de ese personal, éste trabajará en su ámbito, pero en el caso de que 
pase a la actividad privada, tendríamos algunos trabajadores con un estatuto y otros con uno diferente; es más, algunos 
conservarían sus derechos de inamovilidad, por un lado, y los sueldos del sector en el que se desempeñan, por otro. 


Se trata de un tema opinable, pero a quien habla o, mejor dicho, al Poder Ejecutivo, no le suena bien y no es mi intención generar 
discrepancias . 


No sé si debo hacer mención al segundo proyecto de reserva de cargo, que ya es omnicomprensivo; ya no lo limita a ningún cargo, 
sino que comprende a los cargos eventuales, a los designados con plazo a un año o a tres, y se conserva de por vida el cargo, lo 
cual me parece un poco excesivo. 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


